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EL TIEMPO   31/MAYO/2011
POR TOMA A LAS DELICIAS, PIDEN INVESTIGAR A CÚPULA MILITAR DE 1996

Así lo señala el fallo, en el que el Consejo de Estado condena a la Nación por la toma guerrilla.

El alto tribunal indicó que compulsó copias para a la Fiscalía y la Procuraduría "para que se investigue disciplinaria y penalmente los actos u omisiones de los altos mandos militares para la época de los hechos" donde se vieron afectados militares en la base Las Delicias, en 1996.

Agrega que el Estado es responsable, por la omisión en la adopción de las medidas necesarias para prevenir que las FARC se tomaran la base de Las Delicias.

"Fue el Estado el que creó la situación objetiva de riesgo por la existencia de la Base Militar de Las Delicias en un ámbito espacial, de orden público y de posibilidades de defensa y protección limitada, sin que hubiera desplegado los deberes de salvamento, apoyo y protección suficiente al que estaba obligado por expresos mandatos constitucionales, como se señala en el deber de proteger el territorio y los ciudadanos frente a todo tipo de agresión interna o externa", cita la sentencia.
Ante estas declaraciones, el ex presidente Ernesto Samper, quien estaba en el poder cuando ocurrió la toma, consideró que el fallo pone en riesgo las operaciones militares.

Según el ex presidente, es “preocupante” considerar que fue el Estado el que creó la situación de riesgo.

“Es peligroso que aceptemos que la presencia de una base militar en cualquier región del país, en cumplimiento de unos objetivos militares, se pueda convertir en una situación de riesgo. Ese es  el deber del Estado”, dijo Samper a la emisora Caracol Radio.

El ex mandatario consideró "muy grave" que “ahora todas las operaciones militares en el país sean sometidas a un escrutinio sobre si hubo o no omisiones,  quién califica esas omisiones y hasta dónde pueden ser justificables”.

La decisión del Consejo de Estado

Quince años después del ataque de las FARC contra la base de Las Delicias, en Putumayo, el Consejo de Estado condenó a la Nación a indemnizar con 1.680 millones de pesos a tres de los 17 militares que resultaron heridos y a la familia de uno de los 31 muertos.
La toma se produjo el 30 de agosto de 1996 y fue la primera de una serie de grandes golpes de las Farc en la pasada década. La base, en La Tagua (Putumayo), fue arrasada por cerca de 2.000 subversivos del Bloque Sur.

En dos sentencias, el alto tribunal hizo responsable al Estado por los daños causados a Libardo Ibáñez Muñoz y a su familia, a Duverney Guzmán escudero y a su familia y a Libaniel Beltrán Figueroa y familia, "quienes debieron ser amparados como ciudadanos y como soldados en sus derechos fundamentales y humanos".
Ante el fallo del Consejo de Estado, el general Harold Bedoya Pizarro, comandante del Ejército para la época, justificó las operaciones que en esa zona se realizaron afirmando que las Fuerzas Militares (FF. MM.) disponían de recursos muy limitados en la mitad de la selva, pero que "lo mejor que había en armamento en ese momento lo tenían los soldados (...) Desafortunadamente no teníamos los aviones, lanchas y helicópteros" que hay hoy en día.

"Era un país en guerra y se hizo todo lo que se tuvo que hacer con las herramientas que había en ese momento", dijo el general Bedoya, quien agregó que "ya después vino el impuesto de guerra", recurso con el cual se logró obtener mejor material militar.

Según la sentencia, los altos mando militares "estaban llamados a evitar los riesgos, debilidades y fallas que se cometieron y que permitieron el ataque guerrillero". Por lo que también envió copias  a la Fiscalía y a la Procuraduría para que investiguen penal y disciplinariamente a la cúpula de la época.
El Consejo de Estado cuestionó la falta de entrenamiento de los militares y la ausencia de una supervisión constante de las Fuerzas Armadas a las condiciones de la base.

"La existencia misma de la Base Militar de Las Delicias en una posición que no fue estudiada estratégicamente, ni valorada adecuadamente las vías de escape y de penetración, fue lo que llevó a que se produjera la incursión completa de las fuerzas irregulares al interior de esa guarnición", señala el fallo.
Los magistrados establecieron que hubo un retardo injustificado e insuficiente en el apoyo militar, "pese a que en las proximidades se contaba con la Base de Tres Esquinas, unidades fluviales desde Puerto Leguízamo y la base aérea de Apiay". Igualmente se encontraron fallas en el armamento para repeler un ataque.

"Teniendo en cuenta que en la zona operaban los grupos subversivos, constituía un hecho notorio la posibilidad de un ataque de los mismos, lo que representa una amenaza inminente, cierta e inevitable", agrega la sentencia.

En tanto, el presidente del Consejo de Estado, magistrado Mauricio Fajardo, explicó que el Estado tiene la posibilidad de iniciar una acción de repetición, para que el ministro de Defensa de la época sea el responsable de pagar la millonaria indemnización.
El ataque a la base militar de Las Delicias ocurrió durante la administración de Ernesto Samper Pizano, quien tuvo entre sus ministros de Defensa a Fernando Botero Zea -quien renunció por el escándalo del proceso 8.000-, Juan Carlos Esguerra y Gilberto Echeverri Mejía.

El argumento del Ejército para rechazar la demanda, según el cual para la época de los hechos las Fuerzas Militares tenían que atender múltiples acciones insurgentes en distintos lugares del país, no fue aceptado por el Consejo de Estado.

El alto tribunal ordenó al Ministerio de Defensa publicar las sentencias en el Diario Oficial y  en medios de comunicación de circulación nacional, realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad, que deberá ser transmitido por el Canal Institucional y el Ministro de la Defensa debe hacer una declaración pública en la que anuncie medidas para corregir los fallos cometidos en esta base militar.
Los integrantes del secretariado de las FARC fueron condenados a 38 años y 9 meses de prisión al ser encontrados culpables de los delitos de homicidio agravado, tentativa de homicidio, secuestro extorsivo y rebelión.
TRÁMITE DE JUSTICIA Y PAZ, EN MIRA DE LA CORTE SUPREMA

Declaración de ex 'para' vincula a Javier Cáceres con beneficios para las Auc.
La aprobación de la Ley de Justicia y Paz, que hace seis años le dio piso jurídico a la negociación con los grupos paramilitares, acaba de entrar a la órbita de las investigaciones de la 'parapolítica'.
En la acusación contra el ex presidente del Congreso Javier Cáceres, la Corte Suprema de Justicia le da credibilidad a la versión de José del Carmen Gelves Albarracín, ex 'para' del Bloque Norte, quien habló de al menos tres reuniones con varios congresistas para buscar que la norma fuera menos dura con los desmovilizados de las Auc.
Con esa declaración y la información contenida en los famosos computadores del ex jefe para 'don Antonio' -en los que se menciona al político de Bolívar- los magistrados dicen que hay "pruebas directas que vinculan a Javier Cáceres en el cumplimiento de actividades parlamentarias orientadas a beneficiar los intereses de la organización armada ilegal en un momento histórico en el que la sociedad colombiana buscaba fórmulas de reconciliación".
Hace dos meses, en la condena de Ciro Ramírez, la Corte sentenció que el político conservador no solo tuvo nexos con 'paras' y narcos, como alias 'Mi Sangre' y 'el Doctor', sino que intentó introducir en la Ley de Justicia y Paz elementos que beneficiaran a los jefes paramilitares.
El 'Canoso', que era ficha del jefe paramilitar Hernán Giraldo, pero que terminó trabajando para 'Jorge 40', dijo que él y alias 'Gonzalo' (Carlos Mario García) fueron al Congreso más de una vez entre el segundo semestre del 2004 y el primero del 2005, cuando se tramitó la norma. 
Ex congresistas de la época le confirmaron a este diario que, en efecto, ellos sí visitaron varias oficinas de parlamentarios durante esa época. 
Gélvez, que está en Justicia y Paz, dijo que 'Jorge 40' le ordenó que hiciera un acercamiento con "los amigos de las autodefensas en el Congreso" y que supuestamente lograron un contacto inicial con Cáceres y con el ex representante Miguel de la Espriella, condenado por 'parapolítica'.
En su defensa, Cáceres ha negado cualquier relación con los 'paras' y ha señalado incluso que, por su origen político (fue uno de los fundadores del Polo), fue víctima de persecuciones. También ha negado los señalamientos de los ex 'paras' -quien más lo compromete es 'Juancho Dique'- y sobre los PC de 'don Antonio', asegura que no hay prueba de que realmente lo dicho allí sea cierto.

El expediente de la Corte menciona tres supuestas reuniones, en uno de los restaurantes del Hotel Tequendama en Bogotá y en dos del Parque de la 93.

En la lista de supuestos asistentes estarían Cáceres, De la Espriella, Álvaro 'el Gordo' García, Julio Manzur y Zulema Jattin. Según dijo el ex Auc, se cuestionó "por qué no se negociaba una ley de perdón y olvido" y él mismo propuso penas alternativas en colonias agrícolas.

La Fiscalía busca los soportes de pago de alquiler de salones en un reconocido hotel del norte de Bogotá que habría sido pagado por Gélvez y donde 'Gonzalo' hizo más reuniones sobre la ley.
 El ex Auc dice que 'Gonzalo' le confirmó que, ya para las elecciones del 2006, Javier Cáceres recibió votos en su zona de influencia a cambio de ese apoyo.

La Corte verificó la votación de Cáceres en Soledad (Atlántico), donde 'Gonzalo' tenía mando, y considera que su votación sí se habría acrecentado por influencia de las Auc.
En la acusación, la Corte dice que al menos desde 1998 Cáceres, que entonces era diputado de Bolívar, se movía políticamente en zonas controladas por los 'paras' y habla de una reunión secreta en Ralito, que fue mencionada por Gélvez y corroborada por 'Ernesto Báez'.

"Los municipios donde tradicionalmente ha sido fuerte Cáceres Leal también son aquellos en donde desde finales de la década de los 90 hicieron presencia las organizaciones armadas ilegales e incidieron, con el poder de las armas, en los procesos electorales", dice la 

DENUNCIAS DE DELITOS ELECTORALES ESTÁN EN 9 DEPARTAMENTOS

Irregularidades en inscripción de cédulas y trasteo de votos, entre las amenazas detectadas.

Cinco meses antes de las elecciones de octubre, cuando el país escogerá a sus alcaldes, las autoridades tienen las alertas prendidas en 22 municipios de 9 departamentos, donde han detectado, por ejemplo, irregularidades en la inscripción de cédulas.
Un informe  de la Gerencia del Plan Democracia 2011, realizado por organismos de inteligencia, señala que la trashumancia (trasteo de votos) y el ocultamiento, retención y posición ilícita de cédulas son los otros delitos frecuentes que han sido denunciados por los colombianos.
La mayoría de los registros están concentrados en Cereté, La Apartada y Montelíbano (Córdoba), donde el Consejo Nacional Electoral y la Procuraduría Regional han recibido 21 quejas por fraude en la inscripción de cédulas.

Le siguen Putumayo, Meta, Huila, Boyacá, Tolima Santander, Chocó y Atlántico, que en total suman 40 alertas.
Los organismos de inteligencia y control manifiestan, en el informe, preocupación por avalanchas inusitadas de inscripciones de cédulas en al menos 76 puestos de votación.

Este fenómeno ha ocurrido especialmente en Antioquia, con 14 casos; Nariño, 6; Meta, Córdoba, Valle del Cauca y Tolima, con 5 cada uno; Sucre y Caquetá, con 4. Aunque también hay hallazgos en otros 13 departamentos y 67  municipios, entre los que aparece Bogotá.

En marzo pasado, la Registraduría y las autoridades habían alertado del posible trasteo de votos en Bello (Antioquia), al señalar que muchos de los inscritos en ese municipio no residen allí.
EL CONGRESO APROBÓ EL ESTATUTO DE SEGURIDAD CIUDADANA
Se vuelve delito disparar al aire, comercializar autopartes robadas y usar niños para delinquir.

El Estado quedó equipado con nuevas herramientas para hacerles frente a la delincuencia y a la inseguridad en las ciudades, uno de los grandes retos del presidente Juan Manuel Santos.
La nueva norma reforma los códigos Penal, de Procedimiento Penal y de Infancia y Adolescencia, e introduce nuevos tipo penales que les ayudarán a las autoridades a combatir varios de los principales delitos.

A partir de la norma, se amplían los términos para los procesos penales. La Fiscalía dispondrá de 90 días para formular una acusación; 45 días para la audiencia de acusación, y un máximo de 2 años para formular imputación de cargos o archivar el caso.

Adicionalmente, se reforma el sistema de jueces de garantías. Sin importar el sitio en el que se ha producido una captura, cualquier juez de garantías podrá oficializar esa detención, y en los municipios en donde no haya, estas funciones las pueden asumir los jueces ordinarios

Las interceptaciones de comunicaciones también son objeto de esta ley. Se podrán hacer siempre y cuando exista una orden de un fiscal en los casos en que haya "motivos razonablemente fundados".
De tales interceptaciones, según la ley, solamente se podrán incorporar a la investigación las que tengan que ver directamente con la irregularidad que se investigue.

El proyecto pasará a conciliación con el texto que se aprobó en Senado, y luego a sanción presidencial.
Esta iniciativa se constituye en una de las dos columnas que soportarán la política de seguridad de la administración Santos. La otra es la reforma al Código de Policía, que según ha admitido el propio ministro del Interior, Germán Vargas Lleras, es la iniciativa gubernamental más "atrasada". Este proyecto solo ha pasado por el primero de cuatro debates.
El Estatuto de Seguridad era una de las prioridades del Gobierno en esta legislatura.
Entre 6 y 8 años por alterar celulares

La ley aprobada contempla prisión de entre 6 y 8 años a quien manipule, remarque o modifique los terminales móviles de los celulares.
Además, configura como delito la manipulación del 'Imei' (en español, Identidad Internacional de Equipo Móvil). Se trata del código que está pregrabado en todos los teléfonos celulares que identifica el aparato a nivel mundial y que es transmitido a la red satelital cuando se conecta a esta.
Medidas contra narcotráfico, uso de niños y grupos ilegales

Bienes ilícitos 
Se pueden vender sin esperar proceso.
Inmediatamente sea extinguida la propiedad de un bien que se supone es de origen ilegal, el Estado lo podrá vender. Si el dueño del bien logra demostrar su inocencia, le entregarán el producto de la venta.

Se toman lícitos si se esconden los ilegales
Si no es posible ubicar los bienes de una persona investigada, porque estos han sido enajenados, destruidos, ocultados o permutados, el fiscal puede ordenar la apropiación de bienes lícitos del investigado.
Aumento de penas

Para porte ilegal de armas 

Se penalizará con entre 9 y 12 años de cárcel el porte ilegal de armas y de municiones.

Por ayudar a ilegales

La financiación de grupos delincuenciales dará entre 13 y 22 años.
Por tráfico de estupefacientes

Hasta 30 años de prisión se dará a quien trafique drogas ilícitas. La pena mínima para este delito será de 10 años.
Hasta 8 años de cárcel para menores

En la parte de la ley que reforma el Código de Infancia y adolescencia, se aumenta la pena, hasta 8 años, para los menores que cometan homicidio doloso, secuestro extorsivo o agresión sexual. Pagarán su condena en centros de atención especializada y no podrán obtener la libertad a los 21 años, como ocurre ahora. Permanecerán recluidos hasta que paguen los ocho años que les han impuesto.
Allanamientos, las 24 horas
Siempre que haya una orden judicial, los allanamientos se podrán hacer las 24 horas del día y no solo de 6 de la mañana a 6 de la tarde, como es hoy.
Nuevos delitos 
Disparar al aire
Dará entre 1 y 4 años de cárcel.
Usar niños.
Habrá cárcel de entre 10 y 17 años para quien use a menores de edad para delinquir.
Comercializar autopartes robadas. Se penalizará con prisión de 4 a 12 años.
Comercializar medicamentos especiales. Comercializar drogas entregadas al Sistema de Seguridad Social dará prisión de 2 a 4 años.

NIEGAN NUEVA TUTELA QUE BUSCABA ANULAR PROCESO DISCIPLINARIO A IVÁN MORENO

El suspendido senador Iván Moreno Rojas perdió una nueva batalla jurídica en contra del procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado, luego de que el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá le hubiera negado la tutela a través de la cual buscaba que se decretara la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso disciplinario que se adelanta en su contra por el carrusel de la contratación distrital.
La Sala Disciplinaria consideró que no era de recibo, como lo alegaba el accionante, que el parlamentario del Polo Democrático Alternativo no hubiera tenido la oportunidad de defenderse técnica y materialmente en debida forma, toda vez que en la instalación de la audiencia el Ministerio Público concedió esa posibilidad al disciplinable.

Entre tanto, el investigado declaró públicamente su intención de no hacer parte del proceso, al dirigirle una acta al jefe del ente de control en la que le señala que no tiene la intención de integrar el juicio disciplinario.
La Procuraduría retomó el proceso este martes, al reiterar las motivaciones que llevaron a la apertura del expediente, cual es la presunta exigencia de comisiones  por parte de Moreno Rojas a los empresarios Nule, a cambio de garantizarles un trato preferencial como contratistas del Distrito.
Aparentemente, estaba interesado en la cesión exclusiva del manejo de ciertas áreas ubicadas en la ruta Girardot – Bogotá, que serían administradas por su esposa Lucy, inmersa en negocios relacionados con la comercialización de gasolina.
Según la investigación, el suspendido senador y los confesos autores de este millonario peculado se reunieron en un establecimiento público de Miami, Estados Unidos, en el primero les planteó este requerimiento, para favorecerlos en la concesión del mantenimiento de la malla vial de Bogotá.
Además, dicen los exempresarios, el dirigente les solicitó una participación del 6 % del valor total del contrato de la Fase Tres de Transmilenio, a fin de hacer uso de su capacidad de influencia en el Distrito, acto este que tendría por finalidad garantizar la concesión en su favor.
En seciones que han superado las 12 horas de duración, el abogado Jaime Araújo Rentería ha intentado desvirtuar la veracidad de estos señalamientos, aduciendo que se trata de la materialización de una estrategia de guerra política surgida en el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, para enlodar a los contradictores del Gobierno Nacional.
 
POR PARAPOLÍTICA CAPTURAN A EXCONGRESISTA ROBERT MENDOZA

El excongresista chocoano Robert Mendoza fue capturado por supuestos nexos con el Bloque Élmer Cárdenas de las Autodefensas, en acción adelantada por agentes del Cuerpo Técnico de Investigación, CTI, de la Fiscalía en Medellín, Antioquia, por orden de la Corte Suprema de Justicia.

Según el excomandante de esa estructura armada ilegal Freddy Rendón Herrera, alias 'El Alemán', el dirigente, que hacía parte de la lista del exparlamentario Édgar Eulises Torres, tenía plena consciencia del supuesto intento de éste último por comprar testigos que lo sacaron de los líos jurídicos que enfrenta ante la Corte.
"Usted tenía que haber dicho la verdad; como no dijo la verdad, Robert, no hay problema; yo lo único que le digo, Robert, ya usted dio su declaración y la Corte la analizará. Lo único que yo le pido, Robert, es que no me llame los muchachos para que Édgar Eulises Torres les de dinero”, dice el expara en la pieza de audio aportado por el exparamilitar en su momento.

Tanto el exparamilitar como el hoy detenido rindieron declaración en la Corte Suprema de Justicia, dentro del juicio de Torres y el excongresista Odín Sánchez, presuntamente vinculados a la parapolítica.
Al parecer, el Élmer Cárdenas no solo respaldó políticamente a estos y otros dirigentes chocoanos sino que entregó dineros para financiar sus respectivas campañas electorales.
LOS DÁVILA TERMINARON DE DEVOLVER BONO DE AIS

Tal y como se había comprometido, la familia Dávila se comprometió y devolvió, en menos de un mes, los 2.200 millones que recibieron de subsidio no reembolsable a manos del Gobierno, como beneficiarios del programa de Agro Ingreso Seguro, AIS.

El 14 de enero pasado, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca avaló el acuerdo al que llegó la familia con la Procuraduría para la entrega de los dineros en tres años, pero, visto el desenlace de algunos apartes del proceso, hicieron expresa su voluntad de acelerar al máximo ese trámite.

Así, argumentaron la necesidad de que se aplace la audiencia de imputación de cargos en su contra por los delitos de peculado por apropiación y falsedad en documento privado que tendría lugar este viernes en el complejo judicial de Paloquemao.

En este grupo de beneficiarios se encuentran Juan Manuel Dávila Jimeno, María Clara Fernández de Soto de Dávila, Juan Manuel Dávila Fernández de Soto, Ana María Dávila Fernández de Soto y la actriz Valerie Domínguez, la única de la lista a quienes la Fiscalía le imputará el cargo de falsedad en calidad de tentativa.
5 y 4 años de cárcel a expolicías vinculados con ‘Los Rastrojos’

A sentencias de 50 y 63 meses de cárcel fueron condenados varios oficiales (r) de la Policía Nacional que aceptaron haber mantenido vínculos con  la banda delincuencial de ‘Los Rastrojos’, lo que les valió la pena emitida por el Juzgado Tercero Penal Especializado de Buga, Valle, con Funciones de Conocimiento.
Los hoy condenados entregaban información a la banda delincuencial acerca de la ocurrencia de operativos contra el tráfico de estupefacientes, lo que les facilitaba no solo las tareas de transporte del alcaloide, sino también la adquisición de armamento de uso privativo de la fuerza pública.
Los expolicías ya habían aceptado su responsabilidad en los cargos de concierto para delinquir agravado, y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o munición.
Su captura se produjo en desarrollo de operativos contra el tráfico de drogas adelantados por agentes del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, en Sevilla, Tuluá y  Buga, Valle del Cauca.
La decisión afecta a Luis Ángel Quezada González, ex comandante de la estación de Venecia; Miguel Ángel Zuleta Moncada, ex comandante de la estación de El Naranjal; Rodrigo Enrique Henao Rivera, ex subcomandante de la estación de Andinápoles, y el ex subintendente Juan Carlos Jiménez, sentenciados a cinco años y tres meses.
El juez también condenó a Héctor Fabio Muñoz Castro, ex comandante de la estación de Salónica, jurisdicción de Tuluá, Valle, purgará 50 meses de cárcel.
Según la sentencia emitida por el juez valluno, los oficiales (r) deberán purgar sus respectivas penas en la cárcel de Buga, Valle.
CONDENAN A LA NACIÓN POR TOMA DE LAS DELICIAS

La Nación fue condenada por la responsabilidad de sus agentes de seguridad en la toma de la base militar de Las Delicias, en el Putumayo, por decisión del Consejo de Estado, que ordenó el pago de más de 1.680 millones de pesos a los familiares de tres de los soldados victimizados en la acción guerrillera protagonizada por insurgentes de las FARC, que asesinaron a tres decenas de agentes.
La colegiatura concluyó que se trataba de una unidad militar que no gozaba de condiciones estratégicas de ubicación, debido a la deficiente accesibilidad y la casi nula existencia de vías de escape, pero que además estaba integrada por agentes sin la suficiente preparación y armamento, entre otras omisiones que, a juicio del alto tribunal deben ser indagadas penal y disciplinariamente.
“Teniendo en cuenta que en la zona operaban los grupos subversivos, constituía un hecho notorio la posibilidad de un ataque de los mismos, lo que representa una amenaza inminente, cierta e inevitable... Se reitera por la Sala, la responsabilidad que se imputa al Estado es por el resultado en atención a que no hubo o no se emplearon suficientes instrumentos de prevención (frente a lo que los altos mandos militares reflejan su omisión y desatención)”, señala la sentencia del magistrado Jaime Santofimio.
Además, dice el Consejo de Estado, no se explica cómo unidades militares cercanas al lugar de los hechos, como las de la Base de Tres Esquinas, Puerto Leguízamo y Apiay tardaron tanto en dar respuesta al ataque que debieron soportar durante varias horas un grupo de militares mal armados y deficitariamente preparados.
La base militar de Las Delicias, en Puerto Leguízamo, Putumayo, fue tomada por unos 600 guerrilleros de las FARC el 30 de agosto de 1996; allí perecieron 31 uniformados y otros 17 resultaron heridos, en tanto que 60 se convirtieron en secuestrados de ese grupo insurgente.
Los uniformados plagiados fueron liberados el 14 de junio de 1997, tras una acción unilateral de los guerrilleros, que exigieron la desmilitarización de Cartagena del Chairá, Caquetá, al gobierno de Ernesto Samper Pizano.
“Fue el Estado el que creó la situación objetiva de riesgo por la existencia de la Base Militar de Las Delicias en un ámbito espacial, de orden público y de posibilidades defensa y protección limitada, sin que hubiera desplegado los deberes de salvamento, apoyo y protección suficiente al que estaba obligado por expresos mandatos constitucionales”, concluye la providencia.
El Consejo de Estado ordenó la publicación del contenido de esta sentencia en el Diario Oficial durante los próximos seis meses, así como el ofrecimiento de disculpas públicas por parte del Ministerio de Defensa y el Ejército Nacional, que también deberán proveer de tratamientos sicológicos a los dolientes de las víctimas y a los sobrevivientes, ante las afecciones síquicas que pudieron sufrir a consecuencia del ataque guerrillero.

CARACOL RADIO
ONU PIDE QUE INVESTIGACIONES POR 'FALSOS POSITIVOS' PASEN A LA JUSTICIA ORDINARIA
Christian Salazar, delegado de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, dijo que las investigaciones por desaparición forzada que asume la Justicia Penal Militar deben pasar de manera urgente a la Justicia Ordinaria. 
"Nosotros creemos que la Fuerza Publica también debería sumarse a este afán del Gobierno Nacional y el Estado de buscar transparencia. Hemos recomendado, por ejemplo, que los datos que están en Medicina Legal sobre personas no identificadas, deberían cruzarse también con el archivo nacional sobre muertos en combate (NN) que el Ministerio de Defensa ha construido", señaló Salazar. 
El delegado de la ONU dijo que hay aproximadamente 500 casos de muertos en combate en la Justicia Penal Militar que corresponderían a ejecuciones extrajudiciales.
TUTELA OBLIGA AL PRESIDENTE A RECTIFICAR BUEN NOMBRE DE JUEZ
El Tribunal Superior de Bucaramanga ordenó al presidente de la República que rectifique las declaraciones emitidas en contra del juez que dejó libre en Semana Santa al jefe guerrillero José Marvel Zamora, alias ‘Chucho’.
El fallo de tutela de la Sala Civil de Familia del Alto Tribunal obliga al jefe de Estado a producir una declaración en la que se retracte de los señalamientos hechos en contra del juez segundo de menores de Bucaramanga, Juan de Dios Solano.
El presidente había dicho que en la rama judicial había "manzanas podridas", luego de conocer que el juez había otorgado el recurso del habeas corpus al guerrillero, quien era considerado uno de los lugartenientes del ‘Mono Jojoy’.
Tras la determinación del juez, el guerrillero quedó en libertad durante la Semana Santa, pero a los pocos minutos de salir de la cárcel de mediana seguridad de Palogordo, en Girón, fue recapturado por la Policía Metropolitana de Bucaramanga y después fue llevado a Bogotá.
El juez solano tuteló su derecho al buen nombre y el Tribunal Superior le concedió la razón y acto seguido le fijo al presidente Santos un plazo de 48 horas para que rectifique los términos de la declaración.
La fiscalía pidió una audiencia para formular el cargo de prevaricato por acción en contra del juez Solano, pero la diligencia que debía cumplirse en Bucaramanga fue suspendida a última hora.
EL HERALDO – BARRANQUILLA
MILITARES EN RETIRO PROTESTAN POR PENSIONES

Desde las once de la mañana  de hoy en el Paseo de Bolívar con carrera 45, las asociaciones de oficiales y suboficiales retirados de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, asociaciones de soldados profesionales y civiles pensionados de las Fuerzas Militares, tendrán una manifestación pacífica.
El objetivo de la misma es dejar clara su inconformidad por el incumplimiento de la Ley 4 de 1992, la cual hace referencia a la nivelación salarial y ajustes de acuerdo al IPC, contenido en la Ley 238 de 1995.

“Derechos reconocidos y vulnerados sistemáticamente por el Gobierno Nacional”, dice Acore, (Asociación de oficiales retirados de las Fuerzas Militares) una de las agremiaciones que lidera la jornada, en su comunicado de prensa.

El coronel (r) Humberto Velásquez, también agremiado, expresa sobre el particular: “solamente los jueces de la República nos han reconocido esta nivelación salarial”.
Los organizadores calculan que entre 4 y 5 mil personas asistirán a la jornada. En varias ciudades de Colombia también habrá concentraciones pacíficas. RCG

EL MUNDO – ANTIÓQUIA

LUZ VERDE PARA EL TÚNEL DE ORIENTE
El Consejo de Estado falló sobre validez de la licencia ambiental para el proyecto Túnel de Oriente, por lo que se espera cuanto antes dar inicio a su construcción, teniendo en cuenta las obras de mitigación que deben realizar. 
Gracias a este proyecto se solucionarán los problemas de conectividad que hay entre el Valle de Aburrá y el oriente del departamento, según un comunicado de la Gobernación de Antioquia.

Durante  el último año Medellín no ha tenido comunicación con el Oriente debió a  las olas  invernales del país  que ocasionan problemas viales.
EL PILÓN - VALLEDUPAR

JUZGADOS CINCO MILITARES POR ‘FALSO POSITIVO’ EN VILLA GERMANIA
La víctima está sin identificar

Culminado el juicio contra cinco militares adscritos al Batallón La Popa de la Décima Brigada del Ejército Nacional, el Juzgado Único Penal Especializado de Valledupar, emitió fallo condenatorio en su contra al hallarlos responsables del delito de homicidio en persona protegida.
Se trata del suboficial Elber Garzón Rey, desvinculado del Ejército Nacional; y los soldados profesionales: Darwin Mogollón Tuberquia, Breiner Manosalva, Darwin Flórez Lorza y Alonso Martínez Herrera, quienes están involucrados en un caso de ejecución extrajudicial contra una persona que está sin identificar.

Los hechos se remontan al nueve de marzo de 2008, en zona rural del corregimiento  Villa Germania, del municipio de Valledupar; allí  fue presentado como muerto en combate por tropas del Ejército, un hombre que está sin identificar, presunto miembro del ELN.
No obstante, según pruebas realizadas por el CTI de la Fiscalía, el hombre no disparó el arma que le encontraron y el camuflado que portaba no era de su talla.
La investigación estuvo a cargo de la Fiscalía 67 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, y la sentencia de los años que deberán pagar estos ex militares está a cargo del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Valledupar.

NOTICIAS QUE ABRIERON EL DÍA EN:

EL MUNDO – ESPAÑA

ALEMANIA DICE AHORA QUE LOS PEPINOS ESPAÑOLES NO SON EL ORIGEN DEL BROTE
Los pepinos españoles no son el origen de la epidemia causada por la agresiva bacteria 'E.coli' en Alemania, según revelan los resultados realizados por un laboratorio, tal y como ha informado la ministra de Salud de la ciudad-estado de Hamburgo, Cornelia Prüfer-Storcks.

El brote ha causado ya 15 muertes y ha afectado a más de 1.400 personas solo en Alemania.

Según publica el diario germano 'Hamburger Abendblatt', donde ha hablado la ministra de Salud, dos de los tres análisis realizados a los pepinos españoles por el laboratorio han dado negativo. En uno de ellos sí se ha detectado la bacteria, pero la variante descubierta en la hortaliza de procedencia española no coincide con la encontrada en las heces de los pacientes.

Las investigaciones han comprobado que la variante O104, aislada en las heces de los pacientes examinados, especialmente agresiva y resistente a antibióticos, no coincide con la cepa detectada en pepinos españoles del mercado central de Hamburgo.
"No obstante, seguimos sin identificar el origen" del brote, ha reconocido Prüfer-Storcks, la misma que dio la voz de alarma y acusó a los productos españoles. Ahora parece que la partida de pepinos procedentes de Almería y Málaga no es la culpable, aunque sí estaba contaminada.

La ministra de Salud de Hamburgo, que aún "no da por superado el pico de casos del brote", ha insistido en todo caso seguir con las recomendaciones del Instituto Robert Koch (que es el encargado de los análisis definitivos de los pepinos): no ingerir tomates ni pepinos crudos y ser extremadamente cuidadosos con todos los vegetales que no estén cocinados.
"Esperábamos descubrir la fuente de los graves casos de síndrome hemolítico-urémico (SHU) en estos resultados iniciales, pero desgraciadamente no ha sido así", ha reconocido. Pese a estos resultados, Storck defiende su actuación al acusar a los pepinos andaluces porque "no hubiera sido responsable el no revelar sospechas razonables ante tal número de enfermos" dado que "la protección de la vida humana debe ser más importante que los intereses económicos".
Pero el Gobierno español, a través la ministra de Medio Ambiente, Medio Rural y Marino, Rosa Aguilar, ha indicado que España pedirá compensaciones económicas ante la Unión Europea por el impacto económico que ha supuesto para el sector hortofrutícola la crisis del pepino.
La 'E.Coli' es una bacteria común que vive en los intestinos de animales y humanos. Algunas cepas producen una potente toxina (Shiga) que puede ocasionar enfermedades graves.

España ha registrado a lo largo de la historia varios brotes de 'E.coli', pero nunca se ha producido uno con la cepa O-104:H, la que ha originado la alarma en Alemania.

EL UNIVERSAL – MÉXICO
ALIANZA CON ELBA, PERO NO POLÍTICA U OPORTUNISTA: FCH

El gobierno y el magisterio firman un acuerdo que obliga a los más de un millón 200 mil maestros someterse a un proceso de evaluación cada tres años; los resultados serán tomados en cuenta para estímulos económicos.

El gobierno federal y el magisterio nacional firmaron un acuerdo que obliga a los más de un millón 200 mil maestros someterse a un proceso obligatorio de evaluación cada tres años, cuyos resultados serán públicos y tomados en cuenta para acceder a estímulos económicos.

Con la firma del Acuerdo de Evaluación Universal de Docentes y Directivos en Servicio de Educación Básica se pretende mejorar el nivel de enseñanza y educativo en México y se practicará en forma escalonada.
En el acto que se realizó en el Patio del Paraguas del Museo Nacional de Antropología, el presidente Felipe Calderón afirmó que esto demuestra que sí existe una alianza de su gobierno con el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE), pero aclaró que no es de carácter político ni oportunista, sino pensada en la educación de millones de niños en el país.
"(El acuerdo) es una muestra más de que entre el SNTE y el gobierno federal sí hay una alianza pero no es una alianza de carácter política u oportunista, es una alianza por la calidad de la educación en México, es una alianza por la educación de nuestros niños y por la calidad educativa que necesita el país y que necesita desde hace mucho tiempo", dijo Calderón.

Destacó la necesidad de contar con indicadores confiables, por ello esta evaluación seria y metódica.

No es un paso aislado, señaló, "sabemos que está sujeto a una polémica y a controversia, sabemos que es simplemente un instrumento que deberá ser utilizado con responsabilidad y junto con otros para impulsar la calidad educativa. Por lo pronto damos el paso con rectitud de intención".
Señaló que 3 de cada 5 profesores se han sometido a procesos de evaluación y con el acuerdo firmado hoy todos los maestros de educación básica, de escuelas públicas y privadas y que suma un millón 200 mil, serán evaluados cada 3 años.

De forma escalonada, en el ciclo 2011-2012 corresponde a docentes de primaria; en el periodo 2012-2013 a los de secundaria y en 2013-2014 a los de educación inicial, preescolar y especial.

En el diseño de todas las evaluaciones participa el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación.

Los resultados se usarán para mejora educativa de los alumnos a través de la mejor preparación de los maestros, dijo Calderón.
Ante maestros, expertos y alumnos Calderón admitió que hay muchos prejuicios hacia el gremio magisterial y habrá críticas al acuerdo que sienta las bases de una evaluación seria y objetiva a los mentores.

"Podrá haber muchos prejuicios en contra del SNTE y de su dirigencia y el gobierno de la República; podrá ser posible que esos prejuicios impidan ver la importancia de lo que hoy estamos firmando y lo mucho que hemos hecho", dijo Calderón.

Para el mandatario la evaluación firmada hoy por Elba Esther Gordillo y el secretario de Educación, Alonso Lujambio, es un paso fundamental pero no único, pues hay otras acciones como la reforma a carrera magisterial.
Calderón afirmó que la "abrumadora mayoría" de maestros es representada por el sindicato que lidera Gordillo "y habla de la responsabilidad del Sindicato que debe también ser reconocida".
LA HORA – ECUADOR
ILEGALIDAD EN DESTRUCCIÓN DE MAQUINARIA MINERA
Si se lee literalmente el artículo 7 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, el juez Vigésimo Primero de lo Penal de Pichincha, Juan Hernández Cárdenas, quien ordenó el ataque a las mineras que el Gobierno cataloga como ilegales en Esmeraldas, el sábado 21 de mayo, no era competente para conocer y disponer las medidas cautelares solicitadas por el ministro del Interior, José Serrano.
Ese artículo dice que será competente “cualquier juez de primera instancia del lugar en donde se origina el acto u omisión o donde se producen sus efectos. Cuando en la misma circunscripción territorial hubiere varios jueces competentes, la demanda se sorteará entre ellos. Estas acciones serán sorteadas de modo adecuado, preferente e inmediato. En caso de que se presente la demanda oralmente, se realizará el sorteo solamente con la identificación personal. En las acciones de hábeas data y acceso a la información pública, se estará a lo dispuesto en esta ley”. 
Sobre este tema, el jurista en libre ejercicio y exmagistrado de la desaparecida Corte Suprema de Justicia, Mauro Terán, dice que lo ocurrido en los cantones San Lorenzo y Eloy Alfaro es “sumamente grave para la seguridad jurídica del país, porque no puede haber ninguna norma legal para destruir el patrimonio de nadie, mientras no exista una sentencia debidamente ejecutoriada y en el juicio el acusado haya tenido el derecho a la defensa”. 
¿Inmunidad?
Para este abogado, quienes se sientan perjudicados tienen “perfecto derecho para demandar daños y perjuicios” y eso podría costarle muy caro al Estado ecuatoriano.
Una segunda interrogante que surgió en este caso la semana pasada es si, a pesar de no ser éste el mecanismo adecuado, normalmente, el Estado de Excepción, declarado el día anterior al ataque, facultaba a las fuerzas públicas a ejecutar esta acción. 
Sobre este tema, el propio ministro Serrano ha repetido en varios ocasiones que esta acción estuvo amparada en la Constitución y en las leyes vigentes. 
Pero para Terán, ni un Estado de Excepción justifica el uso de la fuerza “como se lo hizo en esos cantones esmeraldeños”, y que solamente en un enfrentamiento bélico se podía haber actuado así, siempre que esos bienes destruidos atenten a la seguridad interna o externa del Estado.
Respecto de la actuación del juez Hernández, señaló que el mencionado artículo es claro y “no da lugar a interpretaciones, por tanto no era competente para conocer el pedido del ministro Serrano”.
El pedido del Ministro

La destrucción de la maquinaria que operaba en las zonas mineras de los cantones San Lorenzo y Eloy Alfaro, fue solicitada por el ministro José Serrano.
En su petición al juez de flagrancia, Juan Hernández, le dijo que, por las razones expuestas y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 71 y siguientes de la Constitución y demás normas pertinentes de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, solicito se dispongan las medidas cautelares pertinentes, incluida la destrucción de todos los elementos, artefactos, herramientas y demás utensilios que constituyan un grave peligro para la naturaleza...
Dato
El día del ataque, toda la ciudad amaneció sin comunicación celular o fija.
EL NACIONAL – VENEZUELA

EL ESTADO NO PAGARÁ POR EL USO DE MAQUINARIAS PRIVADAS ANTE EMERGENCIA EN TÁCHIRA

El presidente de la Cámara de la Construcción de la entidad, Gerardo Gamboa, señaló que en caso de las que maquinarias resulten afectadas deben ser retiradas a los talleres de las empresas para ser reparadas y luego ser regresadas a las vías.
El presidente de la Cámara de la Construcción del Táchira, Gerardo Gamboa, aseguró que el Estado no se hará responsable por el costo por el uso de las maquinarias de 17 empresas que fueron ocupadas por la emergencia decretada en la entidad por las lluvias.
"Las empresas no van a ser indemnizadas por el uso de sus equipos para el despeje de las vías, lo que añade el desgaste y va en contra de las empresas", dijo.

Indicó que fueron tomados 90 equipos para dar solución al despeje de las vías durante la emergencia que aseguró ya se ha ido concretando.
Explicó que a pesar de que se tomaron las maquinarias se llegó a un acuerdo con las empresas para que ellos coloquen a los operadores "para buscar resguardar los equipos".

Señaló que en caso de las que maquinarias resulten afectadas debe ser retiradas a los talleres de las empresas para ser reparadas y luego ser regresadas a las vías.

"El costo de este tipo de reparaciones entendemos que es por parte de las empresas".
THE NEW HERALD – EEUU
EMPRESARIOS EXILIADOS DISPUESTOS A INVERTIR EN CUBA CON RESPALDO LEGAL
Grandes empresarios cubanos residentes en Estados Unidos están dispuestos a invertir en la isla si el Gobierno de Raúl Castro adopta “reglas universales” sobre los negocios, en su reforma económica, aseguró uno de sus líderes, según una entrevista publicada el lunes.

“Se bien el interés que tienen en poder contribuir con su talento y su tesoro para ayudar a una Cuba que prospere y progrese. El empresariado cubano en el exterior tiene mucho que contribuir (…). Somos parte del enorme capital humano con que cuenta la patria”, dijo el empresario Carlos Saladrigas a la revista católica Palabra Nueva.
Saladrigas, de 62 años, encabeza The Vincam Group, una de las diez agencias empleadoras más grandes de Estados Unidos, y desde el 2001 preside el Grupo de Estudios sobre Cuba, que integran numerosos empresarios emigrados.

Fue uno de los niños emigrados en la operación “Peter Pan” de 1961, mantuvo durante décadas una posición radical con respecto a Cuba y en 1998 lideró las presiones que suspendió un proyecto de crucero de cubanos para asistir en La Habana a la visita del Papa Juan Pablo II.
Pero luego su postura política se flexibilizó, se ha manifestado contra el embargo de Washington, y viajó a la isla en febrero pasado. “Para que Cuba cambié y prospere, todos los cubanos tenemos que cambiar. Persona a persona, familia a familia. El exilio cubano ya comenzó la jornada”, dijo.

En ese sentido, Saladrigas consideró necesario en la isla un programa “con visión de futuro”, que salve o cambie lo necesario y que reciba al empresario y al productor como “salvadores, no como un mal necesario”.
“Se necesita un cambio de filosofía”, que también conlleve “una legalidad clara” que cree confianza y eliminar “el deseo frenético (de la burocracia) de controlar toda la actividad humana”.

Saladrigas sostiene que esos empresarios deben invertir como capital nacional, en asociación con sus compatriotas de la isla, y no ser considerados extranjeros.

Para que fluya esa inversión, el gobierno tendrá que garantizar “reglas universales”: un marco legal claro; un sistema judicial efectivo y justo; un riesgo político moderado y un clima laboral justo y equitativo, concluyó.
El plan de reformas prevé, entre varias medidas, atraer capital extranjero y ampliar el sector privado, para lo cual Raúl Castro llamó a quitar estigmas que prevalecieron por años sobre los empresarios privados.
COMPILADO POR:

ANAMARIA YAÑEZ MORENO
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